
LOS 6 TEMAS QUE SERÁN PRIORITARIOS
 PARA EL NUEVO GOBIERNO
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Comienza marzo con un nuevo gobierno ad portas 
de asumir. Gabriel Boric y su equipo prometen una 
serie de cambios, muchos de ellos plasmados en su 
programa. Justamente sobre eso trata esta revis-
ta: los 6 temas que serán prioritarios para el nuevo 
gobierno, entre ellos, las Reformas Tributaria, de 
Pensiones y de Salud.

Sobre los desafíos que se le presentan al próximo 
Presidente Boric nos escribe el abogado Gonzalo 
Cordero. En su columna, hace un llamado a abrir los 
ojos ante lo que se viene y dejar atrás ese negacionis-
mo y esa ilusión de que el futuro gobierno no borrará 
con todo, ni que la Constitución que se está escribien-
do será tan mala.

En otro tema, este mes se inicia un nuevo perío-
do legislativo. Por eso quisimos destacar aquellos 
proyectos de ley que hay que seguir impulsando en 
el Congreso, muchos de ellos de larga data y que 
han tenido nulo avance o han sufrido modificaciones 
sustanciales en su tramitación.

Por otra parte, la convencional constituyente, Carol 
Bown, nos presenta el libro Políticamente Indesea-
ble, que, como dice su autora, Cayetana Álvarez de 
Toledo, es un “alegato a la resignación” y entrega 
múltiples razones por las cuales es urgente no caer o 
salir de ese estado. Para Bown, el libro es una clase de 
lo que pasa o pasará eventualmente en nuestro país.

Por último, queremos destacar lo que fue una nueva 
versión de la Universidad de Verano, realizada de 
forma híbrida en enero pasado y que contó con 40 
participantes. En la sección En Imágenes podrán ver 
el registro gráfico de esta actividad que LyD desarro-
lla hace más de 15 años.

CONTACTO:

Alcántara 498, Las Condes
Santiago, Chile

+(56) 2 2377 4800 

 lyd@lyd.org
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El 11 de marzo, Gabriel Boric asumirá como Presidente de Chile.  De la revisión de su programa 

de gobierno, complementado con el “Acuerdo de Implementación Programática”, se despren-

den cuáles serán sus prioridades. Sin perjuicio de lo anterior, este plan deberá implementarse 

en un contexto en que la reactivación de la economía y el resguardo del equilibrio fiscal resul-

tan esenciales y donde los temas de seguridad y La Araucanía requieren abordarse con urgen-

cia. Se suman a ello el manejo de la pandemia que aún persiste y el proceso constitucional en 

curso que tomará una parte importante de este 2022.  

A continuación, se enumeran y analizan brevemente algunas de las reformas estructurales y 

prioridades programáticas para ciertas áreas propuestas por el próximo gobierno: 

01. REFORMA TRIBUTARIA 

LOS 6 TEMAS
PRIORITARIOS PARA 
EL NUEVO GOBIERNO

Según el Acuerdo de Implementación Programáti-
ca, “bajo un compromiso de consolidación fiscal, se 
espera aumentar la recaudación fiscal para financiar 
las medidas propuestas en el programa de Gobier-
no y asegurar las condiciones para reducir el défi-
cit fiscal y la estabilización de la deuda pública”1. En 

concreto, se proponen seis medidas tributarias en 
el programa, con las que se pretende obtener una 
recaudación del orden del 8% del PIB: 

• Nuevo régimen de impuesto a la renta para las 
grandes empresas. Para ello, se propone avanzar en 
la desintegración del sistema semi-integrado de la 
Ley de Impuesto a la Renta, separando la tributa-
ción que pagan las empresas de la tributación que 
pagan las personas; modificar tramos y tasas de los 
impuestos personales, aumentando la carga tributa-
ria de quienes ganen más de $4.500.000 mensua-
les.  Sin embargo, se indica en el programa que no 
se aumentará el Impuesto de Primera Categoría ni 
se modificará el régimen para las Pymes ni para los 
inversionistas extranjeros. 

• Reducción de exenciones tributarias. 

• Impuestos a la riqueza. Se propone un impuesto al 
patrimonio neto de aquellas personas naturales de 
alto patrimonio que tengan domicilio o residencia 
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1 Acuerdo de Implementación Programática, p.14.

2 Al respecto, cabe señalar que, en enero de este año, el Congreso Nacional despachó el proyecto de ley ingresado por el Presidente Sebastián 
Piñera que crea una Pensión Garantizada Universal, por un monto máximo de $185 mil para todos los mayores de 65 años que estén en el 90% 
de la población más vulnerable. 

3 Ver Libertad y Desarrollo, Tema Público N°1520-1, disponible en 
https://lyd.org/wp-content/uploads/2021/11/TP-1520-PROGRAMA-GBNO-Y-PENSIONES.pdf

4 Acuerdo de Implementación Programática, p. 12.

en Chile, respecto de su riqueza en el país o en el 
exterior. 

• Impuestos verdes. Se propone aumentar gradual-
mente el impuesto al CO2 desde 5 a 40 USD/tCO2, 
y ampliar su alcance abarcando distintas fuentes 
de emisión; incrementar gradualmente el impues-
to específico a los combustibles a 7 UTM/m3 en 
promedio a nivel nacional; eliminar las exenciones 
para industrias y transporte, entre otras medidas. 

• Royalty a la minería del cobre. Se propone un meca-
nismo progresivo en precios: mientras mayor sea el 
precio del cobre y, por lo tanto, mayores las rentas 
económicas, mayor será la carga efectiva que enfren-
tarán las empresas. Asimismo, el royalty tendrá un 
componente ad valorem o tasa sobre las ventas y 
otro componente sobre la rentabilidad operacional o 
financiera. 

• Medidas contra la evasión y la elusión. Para ello, 
se plantea fortalecer y dotar de más recursos al 
Servicio de Impuestos Internos (SII) y al Servicio 
Nacional de Aduanas para incrementar el personal y 
modernizar sus capacidades tecnológicas; reformar 
la Norma General Antielusión; establecer por ley la 
obligación de organismos públicos (Aduanas, CMF, 
UAF, PDI, Banco Central, entre otros) de entregar al 
SII información necesaria para la fiscalización tribu-
taria cuando lo requiera, a pesar del carácter reser-
vado; entre otras. 

Como se desprende, con estas medidas se elevaría 
sustancialmente la carga tributaria. Lo anterior 
debe evaluarse con seriedad para no desincenti-
var la inversión y la reactivación de la economía. 

02. REFORMA AL SISTEMA 
DE PENSIONES
El Presidente electo propone cambios estructura-
les y profundos. Entre los ejes de esta reforma se 
encuentran: 

• Pensión Básica Universal, cuya implementación 
será gradual y su monto en régimen alcanzará los 
$250.000, beneficiando a todos los adultos mayo-
res a partir de los 65 años, considerando criterios de 
residencia. De este modo, se reemplazará al actual 
Pilar Solidario de Vejez (PBS y APS de vejez) que se 
encuentra focalizado y beneficia al 60% más pobre 
de la población2.

• Creación de un nuevo Pilar Contributivo de carác-
ter público y mixto en su diseño, el que se financia-
rá con cargo a las cotizaciones obligatorias de los 
trabajadores y una nueva cotización de cargo de los 
empleadores de 6%, que se establecerá gradualmen-
te, aumentando de la misma forma el tope imponible. 
Asimismo, se establecerá una transición para que los 
trabajadores independientes puedan incorporarse. 
El Pilar Contributivo contará con un componente de 
contribución definida en cuentas de ahorro persona-
les (dos tercios del flujo de contribución en régimen), 
las cuales se invertirán y cuya rentabilidad será colec-
tiva por generación y entre generaciones. Además, 
un tercio de la contribución irá a un componente de 
reparto con contribución definida que financiará los 
subsidios cruzados intra e intergeneracionales, y las 
tablas unisex. Estos fondos podrán subsidiar lagunas 
por inactividad por cuidados y desempleo, y subsidios 
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03. REFORMA A LA SALUD 
Se propone una reforma estructural hacia un “Siste-
ma Universal de Salud centrado en la atención 
primaria, el cual se basa en el sistema público, se 
accede por vivir en Chile y se financia progresiva-
mente por impuestos generales” (…) y “la creación 
de un Fondo Universal de Salud (FUS) que se finan-
cie con el 7% de cotización obligatoria de todos y los 

para redistribuir el riesgo entre generaciones. Para 
implementar el nuevo sistema se propone crear una 
institución pública a cargo de su administración, 
cuyas funciones serán recaudar cotizaciones, admi-
nistrar cuentas, atender a los afiliados y beneficia-
rios y pagar pensiones. Este órgano será autónomo, 
descentralizado, de alta capacidad técnica, paritario, 
con nominaciones a su directorio que sean ajenas al 
ciclo político y participación tripartita en las estructu-
ras de su gobierno corporativo. 

Al respecto, principalmente en relación a las inno-
vaciones sobre el Pilar Contributivo, hay varios 
aspectos que levantan alarmas por la falta de 
claridad en el diseño de lo que se propone. Duran-
te la transición al nuevo sistema, la mayor inte-
rrogante radica en lo referido a la propiedad de 
los fondos de quienes actualmente tienen fondos 
invertidos por las AFP.3 En ese sentido, es impor-
tante tener presente que, para mejorar los montos 
de las pensiones actuales, se necesita una impor-
tante cantidad de recursos, tanto para el Pilar 
Solidario, como para las pensiones pagadas por 
el Pilar Contributivo. En el caso del Pilar Solidario, 
se asume que el financiamiento será con fondos 
generales de la nación y las del Pilar Contributivo, 
a partir de los fondos recaudados por las nuevas 
cotizaciones y por los recursos que se estima serán 
transferidos en forma voluntaria desde los fondos 
ya acumulados. En consecuencia, los fondos apor-
tados por cada cotizante serán gastados, al menos 
en parte, al pago de pensiones de terceros, lo que 
debilita el derecho de propiedad sobre los ahorros 
realizados por los trabajadores y la certeza que 
estarán disponibles al momento de jubilarse. 

aportes del Estado. Esto implica la desaparición de 
las ISAPRES tal y como las conocemos”4.  En concre-
to, se propone, entre otras cosas, lo siguiente: 

• Creación de un Fondo Universal de Salud (FUS), 
como administrador único de recursos, es decir, 
se universalizará la cobertura de Fonasa a todos 
los residentes del país, recibiendo los 7% de todos 
los trabajadores y aportes del Estado. Las Isapres 
se transformarán en seguros complementarios 
voluntarios. El plan entregado será llamado Régi-
men General de Cobertura en Salud, con copago 
cero en prestaciones y medicamentos en la red 
pública y un tope máximo de gasto anual en salud. 

• La creación de una Agencia para la Evaluación de 
Tecnología Sanitaria (ETESA), que definirá la cober-
tura del régimen general de garantías.

• Prohibición de la integración vertical entre clínicas 
y aseguradoras privadas.

• Nueva regulación a los seguros complementarios 
de salud.

• Creación del Consejo Nacional de Salud, formado por 
las directivas de las instituciones de salud y los repre-
sentantes de los trabajadores y usuarios de la salud. 

• Declaración de los medicamentos como bien públi-
co de interés para el Estado.

• Establecer mecanismos de regulación de precios 
en toda la cadena de suministro farmacéutico, fijan-
do precios en farmacias y se prohibirá la integración 
vertical.

• Centralizar las compras públicas en salud a nivel 
nacional a través de CENABAST. 

Al respecto, y especialmente en relación a la 
propuesta de un seguro único estatal, la mayoría de 
los actuales afiliados al sistema de ISAPRES tendrán 
un empeoramiento sustantivo de las prestaciones a 
que pueden acceder, sin que ello redunde en mejo-
res prestaciones para los actuales beneficiarios de 
FONASA. Se mantendrán (o incluso se exacerba-
rán) las desigualdades entre las personas de mayo-
res recursos y las más vulnerables, ya que sólo unos 
pocos que puedan pagar “seguros de segundo piso”, 
accederán a prestaciones de mejor calidad. En ese 
sentido, consideramos que las reformas que nece-
sita nuestro país van en la dirección de mejorar la 
gestión en el sector público de salud, perfeccionar la 
regulación del sector privado y potenciar la colabora-
ción público-privada. 
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04. AGENDA LABORAL

05. BANCo NACIONAL DEL DESARROLLO 

06. EDUCACIÓN

En materia de empleo y agenda legislativa laboral, 
se proponen varias medidas. Entre ellas, se pueden 
señalar, a modo de ejemplo, las siguientes: 

• Alza escalonada del salario mínimo: primer esca-
lón de $400.000 el primer año y superando las 
$500.000 al final del gobierno; ampliación cober-
tura negociación colectiva (incluyendo negociación 
ramal). 

• Participación de trabajadores en directorios de 
grandes empresas; corresponsabilidad y derecho a 
“sala cuna universal efectivo” (sin distinción por 
género y con mayor cobertura de fuero).

• Transición gradual a jornada laboral de 40 horas.

• Revisión del despido por necesidades de la empre-
sa y el tope de las indemnizaciones por años de 
servicio (sector privado).

• Regulación de la subcontratación. 

• Derechos del teletrabajo.

• Regulación de la situación de trabajadores de 
plataformas digitales de servicio; nueva regulación 
de las gratificaciones.

• Modificar ley de igualdad de remuneraciones 
(según género) para que el Estado garantice igual 
remuneración por trabajo de igual valor.  

• Medidas para fomentar el empleo femenino 
(fortalecer el subsidio al empleo femenino, crear el 
Programa Mujer Futura, crear un Sistema Nacional 
de Cuidados etc.)  

Se propone la creación de un Banco Nacional de 
Desarrollo (BND), que financiará la innovación 
y desarrollo de PYMES e iniciativas que apunten 
hacia un cambio estructural de la matriz producti-
va, funcionando como un conglomerado financiero, 
con un gobierno corporativo especializado e inde-
pendiente. Dicho conglomerado estaría conforma-
do por dos empresas estatales especializadas: un 
Banco especializado en créditos, con instrumentos 
de primer y segundo piso; y un Fondo de Financia-
miento especializado en el otorgamiento de capital 
a empresas innovadoras, ambos con un gobierno 
corporativo especializado e independiente y con 
financiamiento ad hoc a sus instrumentos. 

Los temas de mayor prioridad dentro de la discu-
sión legislativa serán los de cambio del sistema de 
subvenciones, así como el cambio de sistema de 
evaluación y estandarización de colegios, la condo-
nación y reemplazo del Crédito con Aval del Estado 
(CAE) y los cambios en la Ley de Inclusión y en la Ley 
de Gratuidad de Educación Superior. 

En relación a la condonación y reemplazo del CAE, 
se propone:

• Condonación universal de las deudas estudiantiles, 
con un esquema de largo plazo por parte del Estado 
debiendo soportar la gradualidad las instituciones 
financieras.
 
• Se reemplazará el CAE por un sistema único de 
créditos transitorio, hasta que se alcance la gratui-
dad universal (público, solidario, sin intereses y sin 
banca).  Al respecto, advertimos que el costo de 
esta medida se estima por sobre los US$10 mil 
millones, un gasto que desde el punto de vista 
social está lejos de ser óptimo considerando que 
existen múltiples otras necesidades que no se 
pueden desatender. 

8



La hora 
del realismo

La columna de:

Gonzalo Cordero | Abogado

Quisiera creer que las prioridades del 
gobierno del Presidente Boric serán, 
en lo grueso, las prioridades del país; 
que sus políticas públicas estarán 
dentro de la racionalidad; que, como a 
muchos, el cargo lo llevará a tener una 
mirada institucional que será diferente 
de la del dirigente estudiantil, del dipu-
tado y del candidato. Quisiera creerlo.

Para que todo aquello sucediera el 
Presidente Boric tendría que hacer una 
triple negación y, cual San Pedro, negar 
su trayectoria, negar las expectativas 
de su equipo y negar a la Convención 
en su ánimo refundacional. Lo primero 
no sería novedad, muchos políticos lo 
han hecho; lo segundo es más costoso, 
aunque siempre los equipos se pueden 
cambiar; pero la Convención es otra 
cosa, es el sueño imposible hecho 
realidad, es el valhalla de los nórdicos, 
el séptimo cielo del paraíso islámico. 

El poder constituyente en sus manos 
para escribir la Constitución que quie-
ran, sin negociar con nadie fuera de 
sus propias sensibilidades, es tener 
la hoja en blanco en una mano y con 
toda la tinta en la otra para escribir en 
ella. Esto va más allá de lo que Gabriel 
Boric, o cualquiera en su lugar podría 
administrar. El gobierno de Boric es 

el gobierno de la Convención, es el 
gobierno de la nueva Constitución, 
es el gobierno que sepultará la etapa 
oscura del Chile neoliberal. Es eso, o 
no será y él lo sabe.

Es natural que las personas tiendan 
a proyectar sus convicciones más 
profundas y analicen las conductas 
ajenas bajo ciertos supuestos básicos, 
determinadas categorías que nadie 
podría negar o ignorar. Una cierta 
racionalidad sin la cual nada es viable, 
entonces asumimos que hay ciertos 
hechos que no pueden suceder.

No seas dogmático, la Constitución 
actual está muerta y el proceso cons-
tituyente es una gran oportunidad. 
Vamos a tener holgadamente el tercio 
y vamos a legitimar en democracia las 
instituciones que nos han dado estabi-
lidad y crecimiento.

El gran legado del Presidente Piñera 
será la nueva Constitución.

Tranquilo, nadie tiene los dos tercios, 
no fue tan malo el resultado. En lugar 
de atrincherarnos tenemos que tener 
voluntad de diálogo. Hay que nombrar 
a Squella presidente de la Convención 
y uno de los nuestros podría estar en 

la vicepresidencia.

¿Cómo se te ocurre que van a quitar-
le a los concesionarios de concesio-
nes mineras el derecho de propiedad 
sobre su concesión? El país se iría al 
diablo y Estados Unidos no lo acepta-
ría. Eso es una locura. Imposible.

Nooo, el Senado no lo pueden eliminar, 
Boric tendría a todos los senadores en 
contra al día siguiente.

¿Te volviste loco? Jamás se van a 
meter con la Corte Suprema.

¿Sigo? Supongo que no es necesario.

Dejemos de proyectar en los demás 
nuestras convicciones más básicas y 
tratemos de escuchar lo que nos dicen 
el Frente Amplio y el PC asumiendo, 
aunque sea por una cuestión de meto-
dología intelectual, que lo creen.

Supongamos que de verdad están 
convencidos que los últimos treinta años 
han sido muy malos, que han generado 
una desigualdad brutal, que un grupo 
muy pequeño se ha enriquecido de 
manera obscena, que la inmensa mayo-
ría es pobre, padece abusos y que esos 
abusos son posibles gracias a las reglas 
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del juego que sostienen el modelo. 

Están seguros, además, que las vícti-
mas del abuso, cuya vida se ha paupe-
rizado, no son sólo los consumidores, 
son muchos más: son los indígenas, a 
los cuales la lógica capitalista les quitó 
lo que era suyo, la tierra, el agua, su idio-
ma, sus costumbres ancestrales; son las 
comunidades vecinas de los grandes 
proyectos de inversión, que han perdi-
do su hábitat, los han contaminado, se 
han llevado su riqueza y no les han deja-
do nada; es el planeta, el ecosistema, 
que la codicia capitalista ha destruido 
sin pensar en nuestros hijos.

Supongan, por último, que estas 
personas piensan que el crecimien-

to económico es malo, destruye el 
planeta, nos aliena en una lógica indi-
vidualista y competitiva que destruye 
nuestra naturaleza gregaria. ¡Hay que 
decrecer! Ya lo dijo un cantante espa-
ñol hace mucho tiempo: “al sueño 
americano se le han ido las manos y ya 
no tiene nada que ofrecer”.

Claro, podemos seguir creyendo que, 
en realidad, Boric no piensa lo que dice, 
que se va a dar cuenta, que “otra cosa 
es con guitarra” o que, ahora si que sí, 
el pleno va a empezar a moderar.

O podemos terminar con la frivolidad, 
mirar la realidad tal como es, asumir 
que Boric puede tener muchos defec-
tos, pero ni la hipocresía ni el cinismo 

están entre ellos. Y, porque cree lo 
que cree, él, su equipo y la Convención 
vienen por todo.

Pero seguimos teniendo a nuestro 
favor algunos factores: el primero y 
más importante, la izquierda, con Boric 
a la cabeza, está equivocada; segundo, 
la mayoría de la gente sabe que han 
sido buenos treinta años y no quiere 
que arrasen con todo; todavía tenemos 
democracia, con libertad de expresión; 
y la mayoría de los dos tercios de la 
Convención están tan desconectados 
de la realidad que van a seguir extre-
mando el texto constitucional.

Ahora es la hora del realismo. No habrá 
un después.

O podemos terminar con la frivolidad, 

mirar la realidad tal como es, asumir 

que Boric puede tener muchos defec-

tos, pero ni la hipocresía ni el cinismo 

están entre ellos. Y, porque cree lo 

que cree, él, su equipo y la Conven-

ción vienen por todo.
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• Subvención Educación Parvularia 
(Boletín N°12.436-04)
El objetivo de esta iniciativa es 
aumentar los recursos que reciben 
los jardines infantiles financiados vía 
transferencia de fondos a través de la 
JUNJI (VTF) a fin de reducir la brecha 
de financiamiento con aquellos jardi-
nes administrados directamente por 
ella o por la fundación Integra. Actual-
mente, el proyecto se encuentra en 
segundo trámite constitucional, en la 
Comisión de Educación del Senado, 
donde ha tenido muy poco movimien-
to, pese a las urgencias del Ejecutivo.   

• Subvención Escolar Preferencial 
(Boletín N°12.979-04) 
El proyecto de ley, ingresado por el 
Ejecutivo en octubre 2019, amplía 
la entrega de la Subvención Esco-
lar Preferencial a todos los alumnos 

A continuación les dejamos el listado de los proyectos 

de ley sobre 5 áreas específicas que se encuentran en el 

Congreso y que se deben seguir impulsando.

te la creación de un seguro para los 
beneficiarios de Fonasa, mediante el 
cual pagando un deducible relaciona-
do a sus ingresos podrían acceder a 
estas prestaciones en establecimien-
tos asociados, descongestionando 
así también la carga sobre la atención 
institucional. Sin embargo, ha encon-
trado trabas en su segundo trámite 
constitucional en el Senado, donde no 
tiene mayor movimiento desde mayo 
2020, por diferencias en la forma de 
entender el seguro.

AGENDA SOCIAL:

prioritarios y preferentes de estable-
cimientos educacionales que reci-
ben subvención por parte del Estado 
e introduce modificaciones al Plan 
de Mejoramiento Educativo, trans-
formándolo en un instrumento de 
planificación estratégica que orien-
tará el mejoramiento de los proce-
sos pedagógicos e institucionales de 
cada establecimiento. Actualmente, 
el proyecto se encuentra en segundo 
trámite constitucional en la Comisión 
de Educación del Senado, teniendo 
casi nulo avance desde marzo de 2021, 
cuando fue aprobado en general. 

• Seguro de Salud Clase Media (Boletín 
N°12.662-11)
Se trata de un proyecto de ley corto 
ingresado por el Ejecutivo en mayo 
de 2019, que busca reducir las listas 
de espera en el sector salud median-
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¿QUÉ PROYECTOS DE LEY 
HAY QUE SEGUIR IMPULSANDO 

EN EL CONGRESO?

En concreto
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• Reforma a los Notarios (Boletín 
N°12.092-7)
El proyecto de ley que pretende moder-
nizar el sistema notarial incorporando 
las tecnologías existentes, fomentar 
la competencia y reducir los trámites 
que se suelen hacer en notarías. Desde 
enero 2020, el proyecto de ley se 
encuentra en su segundo trámite cons-
titucional en el Senado, radicado en la 
Comisión de Constitución, y ha tenido 
prácticamente nulo movimiento desde 
entonces, pese a las reiteradas urgen-
cias que le ha puesto el Ejecutivo. 

• Transparencia 2.0 
(Boletín N°12.100-07)
El proyecto de ley modifica la Ley 
N°20.285 sobre acceso a la informa-
ción pública (más conocida como “Ley 
de Transparencia”), incorporando una 
serie de modificaciones al sistema de 
transparencia nacional, con la finalidad 
de dotarlo de mejores estándares de 
generalidad, homogeneidad y eficien-
cia. Actualmente el proyecto de ley se 
encuentra radicado en la Comisión de 
Gobierno, Descentralización y Regio-
nalización del Senado, en su segundo 
trámite constitucional. 

• Derecho a la portabilidad 
energética (Boletín N°13.782-08)
Se trata de un mensaje ingresado por el 
Presidente Piñera en septiembre 2020 y 
que, aún se encuentra en primer tramite 
constitucional, en la Comisión de Mine-
ría y Energía de la Cámara de Diputados, 
sin mayor movimiento. El proyecto reco-
noce el derecho de todos los usuarios 
finales a elegir su suministro de energía 
eléctrica. Adicionalmente, crea las figu-
ras del “comercializador de energía eléc-
trica” y la del “gestor de información”, 
con el objeto de garantizar la total inde-
pendencia del manejo de información, la 
protección de los datos de los clientes y 
el acceso controlado y simétrico para los 
interesados. Finalmente, se contempla 
un plazo de 18 meses para implementar 
las normas junto con un mecanismo de 
implementación gradual.

02

03

• Promueve la simplificación legisla-
tiva (Boletín N°12.595-07)
Mensaje ingresado en agosto de 2018, 
que propone, entre otras cosas, un 
Plan de Revisión y Derogación Legis-
lativa elaborado cada cuatro años por 
el Presidente de la República, con la 
participación activa de los otros pode-
res del Estado y de la sociedad civil. 
Lamentablemente, y tras su aproba-
ción en general en septiembre 2019 
por la Sala del Senado, en su segundo 
trámite constitucional no ha tenido 
mayor movimiento. 

• Protección de datos personales 
(Boletín N°11.144-07)
Mensaje ingresado por la ex Presiden-
ta Bachelet el 2017, respecto del cual 
el Presidente Piñera formuló indicacio-
nes. Recientemente, en enero de este 
año, el proyecto fue despachado por el 
Senado a la Cámara de Diputados, para 
su segundo trámite constitucional. En 
concreto, la iniciativa establece nuevas 
normas sobre el tratamiento de datos 
personales y busca crear la Agencia de 
Protección de Datos Personales.

• Fortalece el Sistema de Alta Direc-
ción Pública (Boletín N°14.582-05)
La iniciativa, ingresada por el Ejecutivo 
en septiembre 2021, fortalece las atri-
buciones del Sistema de Alta Dirección 
Pública (ADP) y busca profesionalizar 
los cargos de segundo nivel jerárqui-
co en el Estado. Si bien esta reforma 
puede ser considerada como una 
medida tímida o que no se hace cargo 
de todas las falencias existentes en el 
sistema de ADP -y en el empleo público 
en general-, debemos reconocer que es 
un paso en la dirección correcta y que, 
por tanto, conviene seguir impulsando. 
Prueba de lo anterior es la expedita 
tramitación que tuvo en la Cámara de 
Diputados, despachándose en enero 
de este año al Senado, para su segundo 
trámite constitucional. 

ENERGÍA: 

MODERNIZACIÓN DEL 
ESTADO:

1 2
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• Promueve la competencia e inclusión 
financiera a través de la innovación y 
tecnología en la prestación de servi-
cios financieros- “Ley Fintech” 
(Boletín N°14.570-05)
El proyecto de ley busca establecer un 
marco general para incentivar la pres-
tación de servicios financieros a través 
de medios tecnológicos, promoviendo 
la competencia e inclusión financiera a 
través de la innovación y tecnología en 
la prestación de servicios financieros. 
Además, establece que las Fintech esta-
rán bajo la supervisión de la Comisión 
para el Mercado Financiero. Una de las 
novedades del proyecto es la incorpora-
ción del Sistema de Finanzas Abiertas, 
que permite a los clientes compartir de 
manera segura su información financie-
ra a nuevos proveedores, lo que facilita 
la entrega de servicios de acuerdo a las 
necesidades requeridas. 

04

• Modernización del Sistema de 
Inteligencia del Estado 
(Boletín N°12.234-02)
El proyecto de ley busca la moderni-
zación del Sistema de Inteligencia del 
Estado (SIE) a través de la incorpora-
ción de las unidades de inteligencia de 
Gendarmería y Aduanas; de la Unidad 
de Análisis Financiero y el Servicio de 
Impuestos Internos sólo para efectos 
de aportar información o para análi-
sis de inteligencia. El proyecto sufrió 
cambios menores en su primer trámi-
te constitucional y actualmente se 
encuentra en la Cámara de Diputados, 
en su segundo trámite, donde el avan-
ce de la iniciativa ha sido lento. 

• Delincuencia organizada 
(Boletines N°13.588-07 y 13.982-25). 
Un primer proyecto modifica diversos 
cuerpos legales con el objeto de mejorar 
la persecución del narcotráfico y crimen 
organizado, regular el destino de los 
bienes incautados en esos delitos y forta-
lecer las instituciones de rehabilitación y 
reinserción social (Boletín N°13.588-07); 
y otro que moderniza los delitos que 
sancionan la delincuencia organizada y 
establece técnicas especiales para su 
investigación (Boletín N°13.982-25).   
Ambos proyectos se encuentran en 
segundo trámite constitucional en el 
Senado.   

05
SEGURIDAD:
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IMPLICANCIAS Y ASPECTOS A OBSERVAR
La Comisión de Forma de Estado y 
Descentralización (“Comisión”) de 
la Convención Constitucional (“CC”) 
comenzó a deliberar sobre el fondo 
de las materias de su competencia. El 
primer bloque de normas a ser discu-
tidas, conforme al cronograma inter-
no de la Comisión, corresponde a las 
materias de forma de Estado, distribu-
ción de competencias y regiones.

En este sentido, en cuanto a la forma 
de Estado, se reveló que existe cier-
to consenso dentro de la Comisión 
en torno a la idea de consagrar un 
Estado regional, lo que se expresa 
en la adherencia de la mayoría de sus 
integrantes (14 de 25) a una Iniciativa 
Convencional Constituyente (“ICC”) 
de norma que propone dicho mode-
lo1. Lo anterior es relevante, toda vez 
que dicho apoyo mayoritario vaticina 
que la propuesta que presentaría la 

Comisión al Pleno de la CC (que debe 
contar en aquella instancia con la 
mayoría de sus votos) probablemente 
irá en esta dirección. 

Creemos pertinente conocer cier-
tos aspectos fundamentales sobre la 
forma de Estado que proponen, para 
luego hacernos algunas preguntas con 
respecto a su funcionamiento y sobre 
la justificación de una innovación en 
este sentido.

SOBRE EL ESTADO REGIONAL

Las formas jurídicas de Estado (o 
formas de Estado) son las diversas 
maneras de organización que estos 
pueden adoptar, según la relación 
que establezcan entre el Estado y 
sus distintos elementos constituti-
vos. Por lo general, se distinguen tres 
elementos constitutivos o factores 

del Estado: el pueblo (o población), el 
territorio y el poder o soberanía2.

El Estado regional es un estatus híbri-
do o intermedio entre las dos formas 
de Estado clásicas (unitario3 y fede-
ral4). En la práctica, se identifica con 
esta denominación a Estados -nomi-
nalmente- unitarios con tendencias o 
características federales, como es el 
caso de España o Italia. En estos países 
las regiones tienen amplios grados de 
autonomía política y normativa, razón 
por la cual muchos sostienen que, si 
bien son nominalmente unitarios, se 
trata -en los hechos- de una especie de 
federalismo, llegando incluso a identifi-
carlos como Estados federales asimé-
tricos o Estados cuasi-federales5.

Ahora bien, ¿qué hace a esta forma de 
Estado distinta de la que actualmen-
te tiene nuestro país6? La principal -y 

¿HACIA UN 
ESTADO 
REGIONAL? 
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sustancial- diferencia con un Estado 
unitario propiamente tal, radica en la 
autonomía legislativa con la que están 
dotadas las regiones en un Estado 
regional. En este sentido, de las ICC que 
mencionamos, podemos desprender 
que dicha autonomía legislativa estaría 
radicada -en cada región- en una Asam-
blea Legislativa Regional (“Asamblea”). 
Es decir, detrás de la propuesta subya-
ce la idea de crear un Parlamento para 
cada región, reemplazando a los actua-
les Consejos Regionales. 

Conforme a dichas ICC, estas Asam-
bleas serían el órgano de representa-
ción popular integrado por el número 
de “asambleístas” que fije la ley nacional, 
en proporción a la población regional, 
y bajo criterios de “representatividad 
territorial, paridad de género y plurina-
cionalidad”. Dichos asambleístas serían 
elegidos en los mismos términos que el 
Gobernador Regional, es decir, median-
te sufragio universal, por un período de 
4 años y con posibilidad de reelección 
inmediata para el período siguiente. Este 
órgano estaría dotado de potestades 
legislativas, deliberativas y fiscalizadoras.

ASPECTOS A OBSERVAR

En primer lugar, ¿sobre qué mate-
rias podrían legislar estas Asambleas? 
Aún no tenemos claridad ni tampoco 
el alcance o extensión de las materias 
de su competencia en este ámbito. 
Sin embargo, basándonos en la última 
ICC en ser presentada, ésta contempla 
un listado (no taxativo, pues permite 
que la ley y la Constitución establez-
can otras) de 19 competencias para 
las regiones, entre ellas: fijar la política 
regional en materia de vivienda, urba-
nismo, salud, transporte y educación; 
así como la conservación, preservación, 
protección y restauración de la natu-
raleza. También, incorpora dentro del 
ámbito de sus competencias las “obras 

públicas de interés” ejecutadas dentro 
de su territorio; la creación de empre-
sas públicas regionales; y, en materia 
tributaria, la creación, modificación y 
supresión de “contribuciones especia-
les y tasas”, así como el establecimiento 
de “beneficios tributarios”.

En atención a lo anterior, las Asam-
bleas contarían con amplias compe-
tencias, las que parecieran ser 
exclusivas (y no compartidas con el 
nivel nacional). Por lo tanto, faltaría 
conocer cuáles serían las competen-
cias del nivel nacional, y cómo convi-
virían dichas normas con las del nivel 
regional; vale decir, cuál sería la norma 
residual (en caso de existir un vacío 
normativo) y prevaleciente (en caso 
de existir un conflicto normativo). En 
este sentido, se debe cautelar que no 
se genere una dispersión de normas 
tal que termine complejizando aún 
más la administración del Estado. ¿Si 
estas Asambleas tienen atribuciones 
en materias ambientales, ello signi-
fica que los procesos de aprobación 
medioambiental pueden estar regu-
lados en forma distinta para cada 
región? ¿Cuál sería el rol del gobierno 
central -ministerios- en las políticas 
en materia de educación, salud, trans-
porte, etc.?  ¿Podría la tributación 
ser local y la recaudación generada 
producto de las medidas tributarias 
así impuestas quedarían en la región? 
¿Cómo se regula la correlación con el 
gasto de la región y el nacional?

Con todo, si hay algo que sí podemos 
anticipar, es que la introducción de 
estas Asambleas implicaría un cambio 
de paradigma de gran magnitud para 
nuestro ordenamiento jurídico sin que 
la justificación sea clara en absolu-
to. A mayor abundamiento, de pros-
perar una reforma como ésta -que 
complejiza el ordenamiento jurídico 
y normativo de la República- debiese 

ir inevitablemente acompañada de 
un esquema de control, que sirva no 
solamente para resguardar los límites 
legislativos de cada unidad regional, 
sino también para dirimir los conflic-
tos que se den (que probablemente 
no serán pocos) entre ellas, y entre 
ellas y el nivel central. Con esto en 
consideración, cobra mucha impor-
tancia el papel que jugarán órganos 
como el Tribunal Constitucional (o el 
órgano que ejerza la justicia constitu-
cional) y la Contraloría General de la 
República; así como el robustecimien-
to de principios como el de juridicidad 
y de supremacía constitucional7.

En segundo lugar, ¿son estas Asam-
bleas necesarias para lograr mayores 
grados de descentralización? En cuan-
to a la justificación de estas Asam-
bleas, podemos ver que, por regla 
general, son instituciones propias de 
países con poblaciones muy numero-
sas, amplias extensiones territoriales, 
gran diversidad cultural o lingüística, 
o bien, con pasados marcados por la 
dispersión del poder. Tal es el caso 
de Estados federales como EE.UU., o 
regionales como Italia o España. Sin 
embargo, pareciera ser evidente que 
nuestro país no cumple con dichas 
características, o al menos no en la 
medida en que lo hacen esos países.

Con relación a esto último, los países 
que se identifican como Estados 
regionales tienen poblaciones mucho 
mayores a la de Chile (que es de alre-
dedor de 19 millones según cifras del 
Banco Mundial). Así, volviendo a los 
ejemplos clásicos, en el caso de Espa-
ña su población supera los 47 millo-
nes de habitantes; mientras que Italia 
tiene casi 60 millones. Es decir, en 
ambos casos las poblaciones más que 
duplican la de Chile. 

Con todo, es importante recordar cier-
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tos aspectos fundamentales para un 
debate responsable sobre la forma 
jurídica de Estado y su relación con la 
descentralización. En primer lugar, la 
forma de Estado que adopta un país 
no determina ni restringe el grado 
de descentralización de este y, por lo 
general, responde más bien a causas 
históricas y culturales. Así, si juzgamos 
en base a los niveles de descentraliza-
ción fiscal (según la variable de gasto 
de origen o administración subnacio-
nal como porcentaje del total del gasto 
fiscal), observamos países unitarios 
como Dinamarca, en que dicho gasto 
-subnacional- representa más del 60% 
del gasto general, siendo una propor-
ción superior a la de países federales 
como Alemania8. Asimismo, observa-
mos que en las últimas décadas la 
mayoría de los países del mundo han 
impulsado procesos de descentraliza-
ción, independiente de si son Estados 
unitarios o federales, y sin que nece-
sariamente cambie esa forma jurídica 
de Estado. En esta línea, países unita-
rios como Francia y Colombia evolu-
cionaron de manera significativa en 
sus niveles de descentralización9. Se 
debe tener presente que en un Esta-
do unitario descentralizado tanto las 
regiones, como las comunas tienen un 
rol relevante, mientras que con un Esta-

do regional el centralismo al interior de 
las regiones es un riesgo real. Por últi-
mo, mientras muchos estados fede-
rales muestran una tendencia hacia la 
centralización o “unitarización”, diver-
sos Estados unitarios han ido evolucio-
nando hacia la descentralización10. 

En segundo lugar, no existe una receta 
única ni perfecta que asegure el éxito 
de un proceso de descentralización. 
Por lo tanto, es fundamental que, en su 
diseño, siempre se tengan a la vista las 
características particulares de cada país 
(e idiosincrasia) y su territorio11. Carac-
terísticas como las que ya revisamos 
(demográficas), pero también nuestra 
historia constitucional12: no se puede 
ignorar una tradición jurídica de casi 
dos siglos. Por lo tanto, no podemos 
olvidar que tanto la historia y práctica 
política, y la institucionalidad asociada, 
como el ejercicio de la ciudadanía en 
Chile se han construido sobre la base 
de un Estado nacional y unitario13.

En tercer lugar, son muchos los 
factores que inciden en el profundo 
centralismo que tenemos en nuestro 
país. Por lo tanto, pretender que la 
consagración de una forma jurídica 
de Estado distinta en nuestra Carta 
Fundamental va a ser la solución a 

Consideramos que dicha innovación no es recomen-
dable para nuestro país, ya que incorpora una insti-
tucionalidad ajena a nuestra tradición histórica y 
constitucional, y a nuestras características sociales, 
culturales, geográficas y demográficas. Asimismo, 
implicaría un crecimiento de la burocracia estatal (con 
sus correlativos costos fiscales), sin asegurar benefi-
cios aparejados en términos de descentralización.

1 Iniciativa Convencional Constituyente que 
consagra un Estado Regional y Entidades Terri-
toriales Autónomas (Boletín N°43-3). Ingresada 
con fecha 27 de diciembre de 2021. Disponible 
en: https://www.chileconvencion.cl/wp-content/
uploads/2021/12/43-3-Iniciativa-Convencio-
nal-Const i tuyente-de- la-cc-Tammy-Pust i -
lnick-y-otros.pdf. Para conocer un análisis 
detallado de su contenido, ver Reseña Constitu-
cional N°1511: Iniciativa Constituyente que consa-
gra un Estado Regional. Libertad y Desarrollo 
(2022).

2 Corvalán, A. y Soto, F. (2021). Tendencias Cons-
titucionales: Experiencias comparadas y leccio-
nes para Chile. Ediciones LOM. P. 35.

3 En palabras del académico Humberto Noguei-
ra Alcalá, el Estado Unitario “se caracteriza por 
tener un solo centro de impulsión político que, a 
su vez, concentra las funciones Ejecutiva, Legis-
lativa y Judicial en órganos del Gobierno Central, 
como, asimismo, de cierta desconcentración o 
cierta descentralización administrativa”. Noguei-
ra, H. (1985). El Estado unitario, los procesos de 
descentralización regional y el Estado federal. 
Revista EURE, 12(34-35). Pp. 135-143. 

4 Los países que adoptan una forma de Estado 
Federal (comúnmente denominados federacio-
nes o gobiernos federales) se caracterizan por 
tener diversos centros o focos de impulsión polí-
tica (especialmente la potestad legislativa) radi-
cados en distintos entes territoriales autónomos 
(Estados federados). Bajo este esquema, cada 
uno de estos Estados federados tiene su propio 
Gobierno y Congreso, e incluso, en muchos casos 
su propia Constitución.

5 Biblioteca Congreso Nacional (2020). “El deba-
te sobre la forma del Estado chileno: alternativas 
en derecho comparado y revisión de propuestas 
constitucionales”. Serie Informes Nº14-20.

6 Nuestra Carta Fundamental consagra en su 
Artículo 3°, Capítulo I (“Bases de la Institucionali-
dad”), que “El Estado de Chile es Unitario”.

7 Estos principios actualmente están recogidos 
en los artículos 6° y 7° de la Constitución.

8 Libertad y Desarrollo (2021). Temas Públicos 
N°1504-1: “Descentralización en la Constitución: 
Ideas para el debate” Corvalán, A. y Soto, F. 
(2021). 

9 Biblioteca Congreso Nacional (2020). 

10 Hernández, C. (2020). Políticas de descentrali-
zación: revisión comparada para el caso chileno. 
CIEPLAN. 
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todos nuestros problemas sería pecar 
de ingenuidad. En palabras de Sebas-
tián Soto: “el centralismo histórico 
no se esfumará simplemente por las 
palabras que utilice el nuevo texto 
constitucional”14. En esta misma línea, 
advertía Jorge Huneeus (1980): “la 
verdad es que la forma de Gobierno 
de un país no depende de las palabras 
con que lo bautizan uno o más artícu-
los de su Constitución”15.  

De acuerdo con lo expresado, si la 
lógica que subyace al establecimiento 
de autonomías legislativas es dotar a 
las regiones de capacidad normativa 
autónoma, creemos que ello podría 
bien lograrse por otros medios más 
armónicos con nuestras característi-
cas y tradición política y constitucio-
nal, y que no impliquen un aumento 
excesivo de la burocracia estatal (con 
sus correlativos costos fiscales), tal 
como amenaza hacer el estableci-
miento de Asambleas en cada región. 
Lo anterior, sin siquiera mencionar 
los efectos que esta nueva estructu-
ra normativa (y su dispersión territo-
rial) pudiese significar para efectos de 
complejizar la inversión, al aumentar 
los costos de transacción. 

En este sentido, ideas como dotar de 
potestad reglamentaria a los gobier-
nos regionales parecieran ser más 
razonables -y armónicas con nuestra 
realidad nacional- para avanzar en 
esa dirección. Con todo, será de suma 
relevancia en este punto la discusión 
que se de en la Comisión de Siste-
ma Político, especialmente a propó-
sito del Congreso Nacional. En este 
sentido, es de esperar que se tenga 
en consideración la importancia del 
Senado como cámara de representa-
ción territorial, y el rol que éste puede 
jugar para efectos de encauzar las 
demandas de las regiones en el proce-
so legislativo nacional. 

11 Si revisamos nuestra historia constitucional, 
a grandes rasgos, la consagración expresa de 
nuestro Estado como unitario -nominalmente- se 
remonta a la Constitución de 1925, cuyo artículo 
1° disponía que “El Estado de Chile es unitario. Su 
Gobierno es republicano y democrático represen-
tativo”. Sin embargo, su configuración como tal 
-en la práctica- se remonta a los inicios de nuestra 
historia republicana, consagrando la Constitución 
de 1833 en su artículo 3° que “la República de Chile 
es una e indivisible”. Con todo, cabe destacar que, 
dentro del marco de un Estado unitario, nuestro 
país ha evolucionado mucho en las últimas déca-
das, mediante reformas legales y constitucionales 
que nos han permitido avanzar hacia un Estado 
cada vez más descentralizado.

12 Soto, S. (2020). La Hora de la Reconstitución: 
Una guía para la Convención. Ediciones UC.

13|14 Soto, S. (2020).

15 Constitución Política de Colombia (1991). Texto 
completo disponible en: https://www.bcn.cl/
procesoconstituyente/comparadordeconstitucio-
nes/materia/sub/constitucion/col 

16 En esta línea, la Fundación Chile Descentralizado 
(que propone un “nuevo modelo de Estado: unita-
rio – descentralizado”), señala que dicho modelo 
“permite garantizar la unidad del Estado, pero al 
mismo tiempo posibilita que las entidades terri-
toriales y locales puedan decidir autónomamente 
sobre aspectos que conciernen a su realidad terri-
torial, regional y local, manteniendo las competen-
cias del nivel central para aquellas materias que 
trascienden al nivel local y regional”. Chile Descen-
tralizado Desarrollado (2021). 

17 Descentralización con Participación. Disponible en: 
https://chiledescentralizado.cl/wp-content/
uploads/2021/05/1.Nva_.Constit.-Descentr.c.Parti-
cip.-G.23.-29-04-2021.pdf.

18 Tal como plantea Nogueira, H. (1985).

19 El principio de subsidiariedad territorial (o prioriza-
ción territorial, conforme al Reglamento de la CC), 
consiste en que “cada función pública debe radicar-
se en aquel nivel donde ésta se ejerce igual o mejor, 
privilegiando el nivel local sobre el regional, y este 
sobre el nacional” (Comisión Asesora Presidencial 
en Descentralización y Desarrollo Regional, 2014).

A MODO DE CONCLUSIÓN: 
UNA PROPUESTA ALTERNATIVA

Mantener un Estado unitario (nominal o jurídicamente 
hablando) en ningún caso significa renunciar a ese anhelo de 
avanzar hacia un Estado cada vez más descentralizado, tanto 
en lo político, como en lo administrativo/funcional y en lo 
fiscal. Es por esto que proponemos complementar el carác-
ter unitario del Estado, con el carácter descentralizado de 
manera expresa, tal como ocurre en otras constituciones (la 
colombiana habla de “República unitaria, descentralizada”16).

En esa línea, la consagración de un Estado unitario y descen-
tralizado debiese complementarse con un mandato para que 
el Estado sea política, administrativa y fiscalmente descen-
tralizado a través de sus gobiernos subnacionales (gozan-
do estos de autonomía -personalidad jurídica, patrimonio y 
competencias propias- y de elección directa de sus autorida-
des)17. Todo esto representaría una innovación con respecto 
al articulado actual, permitiendo compatibilizar un Estado que 
es jurídica y nominalmente unitario, con uno efectivamente 
descentralizado (sin limitarlo a lo administrativo18). Asimis-
mo, más allá de algunos principios que deben consagrarse a 
nivel constitucional en esta materia, consideramos relevante 
que -al regular la forma de Estado- se haga mención expresa 
al principio de subsidiariedad territorial19.
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Entre el 4 y el 6 de enero se llevó a 
cabo una nueva versión de nuestra 
tradicional Universidad de Verano. En 
la oportunidad, 40 participantes (en 
modalidad híbrida), accedieron a este 
espacio de formación, análisis y discu-
sión de los temas que marcarán la 
agenda durante este año.

La instancia, dirigida a jóvenes entre 18 
y 30 años de toda la región, contó con 
destacados expositores, entre ellos, 
nuestra Directora Ejecutiva, Bettina 
Horst, la convencional constituyen-
te Katerine Montealegre, Guillermo 
Ramírez y Diego Schalper.

1 8
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¿Por qué alguien en Chile querría leer 
un libro semi autobiográfico de una 
política española que quizás nunca 
hemos escuchado nombrar?

Entre muchas otras cosas, porque, 
tal como dice la autora, “este libro es 
un alegato a la resignación” y entre-
ga múltiples razones por las cuales es 
urgente no caer o salir de ese estado. 

“Sólo cuando los políticos digamos en 
público lo mismo que afirmamos en 
privado, sólo cuando reconozcamos 
la degradación de nuestro oficio, sólo 
cuando nos veamos retratados en el 

implacable espejo de los hechos, sólo 
entonces seremos capaces de resca-
tar la democracia de las mandíbulas 
del populismo”.
 
Tal cual. En España, en Chile y en el 
mundo, la democracia está en riesgo 
y Cayetana Álvarez mezcla su histo-
ria familiar y episodios de política 
interna española, con este excelente 
ensayo sobre las amenazas a la demo-
cracia y males de la política (en todas 
sus formas), totalmente aplicable a la 
realidad nacional.

Desde la lectura del índice en adelante, 

se percibe que este libro tiene que ver 
con nuestra realidad. Incluso mencio-
na a Chile en algunos ejemplos. Pare-
ce ser una clase sobre lo que pasa –y 
pasará- en nuestro país.

Cuenta sobre lo que llama la “declina-
ción española”. Narra cómo la medio-
cridad y sectarismo de las elites han 
erosionado las instituciones. Explica 
cómo los medios de comunicación han 
contribuido a esto, a través de conte-
nidos basura (junk news) y el enzalza-
miento de la sociedad del victimismo. 
Y explica también por qué todos estos 
son problemas homologables a todas 

2 0
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las democracias del mundo.

El libro es una lección de cómo las 
políticas identitarias (el separatismo 
en España, el indigenismo en Chile, el 
feminismo y las minorías en general) 
son el nuevo “obrero” de la lucha de 
clases.  Cómo la idolatría a la identi-
dad, a las minorías victimizadas (con 
o sin razón),  nos han hecho caer en la 
esclavitud de lo políticamente correc-
to, acentuando cada día la cultura 
de las funas y de lo que Álvarez de 
Toledo llama “la excomunión fulmi-
nante de la congregación de la buena 
gente”. ¿Les suena?

Explica que separatismo es xenofobia. 
Que la moderación (equidistancia) va 
de la mano con la pérdida de conviccio-
nes. Y que la empatía –tan de moda- 
potencia el cinismo y victimismo. Una 
clase de distintas formas de dividir a 

una nación entre buenos y malos.

El libro está bien escrito, es entretenido 
y dinámico, incluso en esas partes en que 
uno no conoce los hechos ni los prota-
gonistas. Se nota su oficio de periodista, 
su profunda formación académica, su 
valentía y libertad y su tremendo talento 
político en cada capítulo.  

Finalmente, no es sólo un libro autobio-
gráfico o un ensayo sobre los riesgos 
de la democracia.  También propone 
el desafío de “cómo vivir juntos los 
distintos” y, como dice la contratapa, 
“la redención de su oficio a través de la 
razón y la verdad”.

Un clase magistral de lo que hace, dice, 
defiende y transmite un político admi-
rable, por su patria, por las personas. 
Aunque le haya costado transformarse 
en “Políticamente indeseable”.

T í t u l o :  Políticamente indeseable

A u t o r :  Cayetana Álvarez de Toledo

A ñ o :  2021

E d i t o r i a l :  Ediciones B

N °  P á g i n a s :  520

El libro es una lección de 
cómo las políticas identi-

tarias (el separatismo en 
España, el indigenismo 

en Chile, el feminismo y 
las minorías en general) 
son el nuevo “obrero” de 

la lucha de clases.  
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The Heritage Foundation dio a conocer la versión 2022 del Índice 
de Libertad Económica. Esta medición analiza la libertad econó-
mica de un total de 178 países, en función de 12 factores cuanti-
tativos y cualitativos, los que se agrupan en 4 categorías o pilares 
de libertad económica: Estado de Derecho, tamaño del gobierno, 
eficiencia regulatoria y apertura de los mercados.  

La libertad económica es crucial en los países para lograr un buen 
desempeño en lo económico. Queda de manifiesto que los países 
donde esta es reprimida, presentan un pobre desempeño en lo 
social y en lo económico.  

SE 
DICE
QUE

ÍNDICE DE LIBERTAD ECONÓMICA 
DE HERITAGE FOUNDATION: 
CHILE CAE POR SEGUNDO AÑO 
CONSECUTIVO 

com
pro

bado
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Chile retrocedió un lugar respecto a su 
posición en el ranking 2021, quedan-
do en el lugar número 20 del listado. 
Para el caso de nuestro país, se obser-
van descensos en subcategorías como 
“sanidad fiscal” y “gasto del gobierno”, 
entre otras.

Con sus 74,4 puntos, Chile lidera entre 
sus pares latinoamericanos, siendo 
seguido por Uruguay con 70 unidades 
en el puesto 34. En tanto, los líderes 
mundiales, Singapur, Suiza, Irlanda, 
Nueva Zelandia y Luxemburgo, anotan 
puntuaciones superiores a 82.

Sin embargo, se observan descen-
sos importantes en las subcategorías 
“sanidad fiscal” y “gasto de gobierno”. 
Aunque en la subcategoría de “carga 
fiscal” se mantiene prácticamente 
plano con 72,4 unidades, la puntua-
ción cae de 80,4 a 78,1 en “gasto del 
gobierno” y más pronunciadamente de 
90,4 a 75,3 en “sanidad fiscal”.

Ese resultado es en función del análi-
sis que da cuenta que en Chile “la tasa 
máxima del impuesto sobre la renta 
individual es del 40% y la tasa del 
impuesto corporativo opcional es del 
27%. La carga fiscal global equivale al 
20,7% de la renta nacional total”, según 
precisa el reporte. Asimismo, destacan 
que “el gasto público ha ascendido al 
20,7% de la producción total (PIB) en 
los últimos tres años, y los déficits 
presupuestarios han promediado el 

3,8% del PIB. La deuda pública equiva-
le al 32,5% del PIB”.

OTROS RESULTADOS SON:

• En efectividad de la regulación se 
desciende de 85,5 unidades a 79,4 en 
“libertad monetaria”; mientras que 
en “libertad de empleo” se baja desde 
62,5 a 58. En ese contexto, destaca 
positivamente la leve alza desde 75,1 
puntos a 76,2 en la subcategoría de 
“libertad de negocios”.

• En la categoría de “Estado de Dere-
cho” se ven importantes ascensos, 
como por ejemplo, en el área de 
“efectividad de la justicia”, donde se 
pasa de 68,4 unidades a 91,4. También 
sube la puntuación de “derechos de 
propiedad”, de 74,5 a 73 y solamente 
se baja en “integridad del gobierno”, 
de 74,5 a 71,4.

• En “apertura del mercado” se 
mantienen con 70 puntos las subcate-
gorías de “libre inversión” y “libertad 
financiera”, pero se desciende desde 
83 unidades a 78 en “libre comercio”. 
En esta materia, el reporte plantea que 
“la apertura del mercado a la inversión 
y un marco regulatorio relativamente 
eficiente han proporcionado una base 
para el dinamismo económico en las 
últimas décadas, además de lo cual “el 
sistema financiero competitivo facilita 
altos niveles de bancarización de acce-
so eficiente al financiamiento”.
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Congreso

EXIGE RCA A LOS PROYECTOS EVALUADOS 
O APROBADOS CON ANTERIORIDAD 
A LA CREACIÓN DE LA ACTUAL 
INSTITUCIONALIDAD AMBIENTAL 

VALORACIÓN: *

El proyecto modifica la Ley N°19.300 y 
la Ley N°20.417, con el objeto de exigir 
Resolución de Calificación Ambien-
tal (RCA) a los proyectos evaluados 
o aprobados con anterioridad a 1997, 
año de inicio de funcionamiento del 
Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental (SEIA). El SEIA comenzó 
a operar el 3 de abril de 1997, con la 
entrada en vigencia del DS N° 35 de 
MINSEGPRES, que en su momento 
dictó el reglamento del SEIA. 

La moción parlamentaria, en primer 
lugar, modifica la actual definición de 
protección del medio ambiente, reco-
nociendo expresamente el principio 
precautorio; en segundo lugar, impone 
la obligación a todo proyecto o acti-
vidad susceptible de causar impacto 
ambiental a obtener una RCA que lo 
califique ambientalmente, no sien-
do necesaria que dicha exigencia sea 
previa a la ejecución del proyecto; en 
tercer lugar, añade un nuevo artículo 
transitorio que obliga a todo proyecto 
o actividad a obtener una RCA favo-
rable en un plazo de 12 meses desde 
la publicación de la ley; y, por último, 
deroga la norma que establece que los 
proyectos o actividades sometidos a 

SEIA previos a la publicación de la ley, 
se sujetarán a las normas vigentes al 
momento de su ingreso. 

En relación con la incorporación del 
principio precautorio en la definición de 
protección del medio ambiente, en virtud 
del cual “cuando haya peligro de daño 
grave o irreversible, la falta de certeza 
absoluta no debe utilizarse como razón 
para postergar la adopción de medidas 
eficaces y eficientes para impedir la 
degradación del ambiente”, se considera 
innecesaria su inclusión, al ser un princi-
pio de derecho internacional que ya se 
aplica ampliamente en Chile. 

Por su parte, si bien hay consenso en 
la importancia de establecer medidas 
para seguir mejorando nuestra norma-
tiva ambiental y es esperable que los 
proyectos vayan adecuándose a las 
normas ambientales que se dicten 
en el tiempo, es cuestionable que el 
proyecto de ley busque exigir RCA 
a los proyectos previos a la creación 
del Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental (SEIA), ya que desconoce 
la naturaleza misma del SEIA que es 
un instrumento de gestión ambiental 
de carácter preventivo que permite 

a la autoridad determinar antes de 
la ejecución de un proyecto si este 
cumple con la legislación ambien-
tal vigente y si se hace cargo de los 
potenciales impactos ambientales 
significativos. En este sentido, no le 
corresponde al SEIA hacerse cargo de 
efectos generados por los proyectos 
en ejecución, para lo cual existen otros 
instrumentos de gestión ambiental, o 
incluso se podría generar uno nuevo 
que cumpla con ese objeto. 

A mayor abundamiento, actualmen-
te existen normas e instrumentos 
ambientales que permiten dar una 
protección integral, no siendo necesa-
rio someter los proyectos antiguos a 
RCA, de tal forma que es una premisa 
errónea considerar que los proyectos 
anteriores al año 1997 no cuentan con 
regulación o fiscalización ambiental.  
Sin perjuicio de lo anterior, y consi-
derando que el SEIA no es apropia-
do para hacerse cargo de dichos 
proyectos anteriores a 1997, podrían 
explorarse nuevos mecanismos e 
instrumentos que permitan la adecua-
ción de estos proyectos a la normativa 
vigente, distintos a la propuesta del 
proyecto de ley.  
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El proyecto de ley busca que, tratán-
dose del gas licuado de petróleo (GLP) 
o gas natural (GN), la Empresa Nacio-
nal del Petróleo (ENAP) esté facultada 
para distribuir y comercializar servicio 
de gas residencial, comercial e indus-
trial, en todo el territorio nacional, a 
nivel mayorista o minorista y en cual-
quier formato de almacenamiento, 
estando autorizada para hacer uso de 
toda la red de transporte y distribución 
existente, sea pública o privada.

El gas es un insumo relevante para 
la economía chilena. En cuanto al 
consumo final de energía, sin incluir 
el de electricidad que consume gas 
de manera indirecta, el GN y GLP 
representaron en 2017 cerca de un 
15% del consumo total (INE, 2017). El 
año 2020, la venta de GLP alcanzó 
1.312.648 toneladas a nivel nacional 
y, particularmente, el 68% de la venta 
correspondió al GLP envasado, es 
decir, vendido en cilindros. En 2020, 
el GLP fue consumido en mayor medi-
da por el sector industrial (43,4%), 
siguiéndole el residencial (40,7%), 
comercial (5,8%), público (1,7%) y de 
transporte (0,8%). Del total de la venta 
residencial, un 84% corresponde GLP 
envasado, disponible en distintos 

formatos. La mayor venta -en tonela-
das- se hace en el formato de 15 Kg, 
con un 67% del total, seguido por el de 
11 Kg (13,9%). 

Sin embargo, a juicio de la Fiscalía 
Nacional Económica (FNE) existen 
espacios en el mercado del gas licuado 
que no se encuentran funcionando de 
forma adecuada desde el punto de vista 
de la competencia, lo que estaría provo-
cando que las condiciones comerciales 
a las que pueden acceder consumido-
res mayoristas y minoristas en el país 
no sean las óptimas, que se obtendrían 
bajo un escenario de libre competen-
cia. En este contexto, la FNE detecta 
una baja intensidad competitiva a nivel 
de distribuidores mayoristas (Gasco, 
Abastible y Lipigas) y un alto riesgo 
de coordinación entre ellos. Adicional-
mente, detecta la implementación de 
restricciones verticales (contratos de 
exclusividad, u otras equivalentes de 
una rigidez considerable, con los distri-
buidores minoristas) que lleva a que 
se replique aguas abajo la baja intensi-
dad competitiva. Esta situación podría 
restringir la entrada de nuevos compe-
tidores al no contar con una adecuada 
red de distribución y explicaría por qué 
los distribuidores mayoristas incum-

bentes no han traspasado totalmente 
la reducción que han experimentado en 
sus costos al consumidor final.

En esta línea, a nuestro juicio, para 
superar dichas dificultades es indis-
pensable generar mayor competencia 
a nivel mayorista en el sistema del GLP, 
eliminando las barreras a la entrada 
que no permiten la entrada de nuevos 
actores. Sin perjuicio de lo anterior, 
los nuevos actores deben cumplir los 
mismos estándares que los compe-
tidores actuales, evitando regulación 
diferenciada, o bien, subvenciones de 
entrada. Por otro lado, es coheren-
te otorgar mayor competencia en la 
distribución y comercialización, por 
cuanto las distribuidoras competi-
rán entre sí con el objeto de atraer el 
mayor número de usuarios, ofreciendo 
mejores precios y calidad del servi-
cio, mejores productos y utilizando de 
mejor manera la tecnología para lograr 
la diferenciación entre ellos, permitien-
do, como objetivo final, la disminución 
de precios. Por su parte, la interven-
ción de organismos estatales en el 
mercado puede llevar a situaciones en 
que se generen las llamadas “fallas del 
Estado”, reduciendo considerablemen-
te la conveniencia de la medida.

VALORACIÓN: 

FACULTA A ENAP A DISTRIBUIR Y 
COMERCIALIZAR GAS LICUADO 
DE PETRóLEO O GAS NATURAL
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Cinco círculos: digno de aprobación sin modificaciones · Cuatro círculos: digno de aprobación con modificaciones menores · Tres círculos: requie-
re mejoras sustanciales · Dos círculos: debe ser reformulado íntegramente · Un círculo: no debiera ser aprobado (idea de legislar objetable).



La Coordinadora del Programa Social de 
LyD, María Paz Arzola, concluyó su parti-
cipación en el panel de expertos para 
realizar mejoras a la Calificación Socioe-
conómica (CSE) del Registro Social de 
Hogares (RSH), haciendo entrega del 
informe final de recomendaciones a la 
Ministra de Desarrollo Social y Fami-
lia, Karla Rubilar. El panel, que trabajó 
desde el mes de agosto de 2020, fue 
conformado por 9 especialistas: Andrea 
Repetto (Escuela de Gobierno, Univer-
sidad Adolfo Ibáñez), Claudia Martí-
nez (Instituto de Economía, Pontificia 
Universidad Católica de Chile), Claudia 
Sanhueza (Centro de Economía y Polí-
ticas Sociales, Universidad Mayor), Cris-
tóbal Huneeus (Consultora Unholster), 
Ignacio Irarrázaval (Centro de Políticas 
Públicas, Pontificia Universidad Católica 
de Chile), Javiera Troncoso (Programa 
de las Naciones Unidas para el Desa-

rrollo, PNUD), Jorge Fantuzzi (Consul-
tora FK Economics), María Paz Arzola 
(Libertad y Desarrollo), María Pía Martín 
(Universidad de Chile y Fundación para 
la Superación de la Pobreza).

En cuanto a las recomendaciones reali-
zadas por el panel, destaca, primero, lo 
relativo a mejorar el dato de composi-
ción de los hogares y reducir los incen-
tivos a alteraciones fraudulentas. En 
segundo lugar, las recomendaciones que 
tienen por objeto mejorar los tiempos 
de actualización de los datos del RSH y 
de cálculo de la CSE. Por último, y en esa 
misma línea, se realizan recomendacio-
nes relativas a la coordinación del instru-
mento de focalización con la oferta de 
programas sociales, pues es por esa vía 
que se puede mejorar la efectividad de 
la política social, así como la opinión que 
el ciudadano tendrá de ella.
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EL 12 de enero se realizó el 13° Encuentro Anual de la Sociedad 
Chilena de Políticas Públicas organizado en conjunto con la Facultad 
de Gobierno de la Universidad del Desarrollo de manera híbrida. El 
invitado principal fue el destacado académico Christopher A. Neil-
son Maino, PhD en Economía de Yale University y Profesor Titular de 
Economía en Princeton University, quien dictó la conferencia magis-
tral “El auge de los sistemas de admisión centralizados.”

El Encuentro además contó con la presentación de trabajos de 24 
panelistas en las áreas de acceso a la educación superior, políticas 
en educación y educación, política social, energía, medio ambien-
te y recursos naturales, institucionalidad y orden público y empleo 
empresa y emprendimiento.

En la oportunidad también se procedió a elegir a la mesa directiva de 
la SCHPP, siendo reelecta en el directorio la economista senior de LyD, 
Macarena García.

Encuentro 

Anual de la 

Sociedad 

Chilena de 

Políticas Públicas
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ÚLT IMAS  PUBL IC AC IONES

N u e s t r o s  l i b r o s  
TA M B I É N  E S TÁ N  A  
L A  V E N TA  E N :

SANTIAGO DE CHILE
WWW.LYD.ORG

L IBERTAD Y DESARROLLO
ALCÁNTARA 498, LAS CONDES

DISPONIBLES EN
AMAZON

COMPRA ONLINE
LYD.ORG

Feria Chilena del Libro
Librerías Antártica
Librería Laberinto (Avenida Vitacura 3817)
Librerías Bros (Paseo Los Domínicos,
Alonso de Córdova y Apumanque)
Librería Universitaria (Avenida
Libertador Bernardo OʼHiggins 1050)
Qué Leo, Piedra Roja

HB Books (Nueva Providencia 2155
of. torre B 11)
Librería Universidad Diego Portales
(Biblioteca Nicanor Parra
(Vergara 324)
Librerías de la Universidad Católica
www.top10books.cl
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Los padres fundadores del 
liberalismo chileno

2021
Jorge Gómez A., José Francisco 
García G., Juan Pablo Couyoumdjian N., 
Sofía Correa S.
Prólogo de Lucía Santa Cruz S.
“Las obras de los cuatro pensadores antedi-
chos -y muchas otras que podrían agregarse-, 
vienen a demostrar que las ideas relacionadas 
con la libertad, no sólo en términos económi-
cos, sino también referidas a los derechos 
individuales clásicos, tuvieron amplia difusión 
y fueron defendidas con mucho vigor por 
dirigentes, tanto del Partido conservador, 
como algunos del Partido liberal". 

-

La Igualdad Liberal
Lucía Santa Cruz / 2017 / 3º Edición.

¿De qué desigualdad hablamos cuando 
hablamos de desigualdad? ¿Es suficiente el 
coeficiente Gini para entender la evolución 
de la desigualdad en Chile en los últimos 
40 años? ¿Cómo se mide mejor el grado de 
bienestar de un país, por los ingresos o por 
el consumo? ¿Cuáles son las causas de la 
desigualdad? 

Sentencias Destacadas 2019
Varios autores / 2020Varios autores / 2021

Sentencias Destacadas 2020

Se trata de la 17° versión de nuestro anuario, 
que desde 2004 analiza los fallos más impor-
tantes de cada año desde la perspectiva de la 
sociedad libre. Sabemos que ésta se levanta 
sobre principios como el debido proceso, el 
derecho de propiedad, la libertad de enseñan-
za, la libertad de emprender y un Estado con 
poderes limitados, entre tantos otros.

En su XVI edición, destacados académicos y 
profesionales analizan los fallos más impor-
tantes del Tribunal Constitucional, la Corte 
Suprema, el Tribunal de Defensa de la Libre 
Competencia y el Tribunal Ambiental, desde 
la perspectiva de una sociedad libre.

Reflexiones sobre
la cuestión constitucional
Hernán Büchi y Axel Kaiser 
2020/ 2º Edición.
Esta reflexión busca contribuir a la discusión 
constitucional, desde una perspectiva distinta 
a la que prima en los medios y en la esfera 
política cuestión que en sí misma no demues-
tra su inviabilidad ni pone en duda el potencial 
de éxito que la visión aquí planteada ofrece 
para Chile, el que se ha probado con creces 
con su aplicación en otras latitudes.

Entre la justicia y la ley

Luis Alejandro Silva
2021
Un ensayo sobre la judicialización de la política. 
Primer libro publicado por el Observatorio 
Judicial que espera ser un aporte para el sano 
funcionamiento del Poder Judicial y el 
fortalecimiento del Estado de Derecho.
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